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TRABAJADORES EVENTUALES. PUEDEN GENERAR EL DERECHO AL PAGO DE HORAS EXTRAS, A 
PESAR DE QUE SU JORNADA SEMANAL NO EXCEDA DE LA LEGAL. 
 
Los trabajadores eventuales son aquellos que realizan funciones que no se encuentran incluidas 
dentro de las normales y permanentes que se efectúan para el patrón, es decir, son los que ejecutan 
labores en forma accidental, ya sea por virtud de un interinato o durante el lapso en el que se 
designa al trabajador de planta, por lo que generalmente no prestan sus servicios al patrón de 
manera regular, supuesto en el cual operan las jornadas máximas semanales previstas en la Ley 
Federal del Trabajo; en consecuencia, tratándose de este tipo de trabajadores, aun cuando su 
jornada semanal no exceda de la legal, pueden generar el derecho al pago de tiempo extraordinario, 
pues, en esos casos, en donde la prestación del servicio no es continua, ni regular, esto es, por lo 
menos cinco veces a la semana, lo que debe tomarse en consideración para establecer si el 
trabajador laboró o no de esa forma, es si el tiempo efectivo en que estuvo a disposición del patrón, 
por día o turno, excede o no de ocho horas, tratándose de jornada diurna, siete horas, en caso de 
jornada nocturna, así como de siete horas y media, para la jornada mixta, y no el tiempo en que 
prestó sus servicios semanalmente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 792/2018. 23 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno 
Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. AL SER OBLIGACIÓN DE LAS 
SALAS REGIONALES PRONUNCIARSE RESPECTO DE SU PLENO CUMPLIMIENTO, NO ES FORZOSO 
QUE EL ACTOR INSTE LA QUEJA PREVISTA EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 58 DE LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 
 
El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece una prerrogativa 
en favor de las personas, consistente en contar con un acceso pronto, completo e imparcial a la 
administración de justicia para la solución de sus controversias, que incluye los medios eficaces para 
la plena ejecución de lo resuelto por los tribunales, de manera que las decisiones judiciales, con 
fuerza legal, de ninguna forma queden incumplidas o se ejecuten en plazos prolongados e inciertos, 
sino que sean efectivas e integrales, desde un punto de vista material y no únicamente formal. Por 
su parte, el artículo 58 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo prevé dos 
mecanismos para lograr el pleno cumplimiento del fallo definitivo pronunciado en el juicio de 
nulidad: a) de oficio –fracción I–, en el que la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa tiene la facultad para realizar los requerimientos necesarios a la autoridad 
demandada y a sus superiores jerárquicos, así como para imponer multas e informar del desacato a 
la contraloría correspondiente, a fin de decidir si hubo incumplimiento injustificado de sus 
sentencias; b) a petición de parte –fracción II–, que se formaliza mediante una queja. En 
consecuencia, al ser obligación del órgano jurisdiccional pronunciarse respecto del pleno 
cumplimiento de sus sentencias, no es forzoso que el actor inste la queja prevista en la fracción II 
del artículo 58 citado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 181/2019. Rosa María Castro Peniche. 27 de septiembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Patricia Elia Cerros Domínguez. Secretario: Francisco Canto Altamirano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. LA ADHESIÓN RELATIVA DEBE HACERSE ANTE EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOZCA DEL PRINCIPAL Y NO ANTE LA SALA QUE DICTÓ LA 
SENTENCIA RECURRIDA. 
 
De la interpretación de los artículos 104, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con las 
reglas establecidas en la Ley de Amparo para la tramitación del recurso de revisión en amparo 
indirecto, se colige que la actuación de las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa en el 
trámite del recurso de revisión fiscal es limitada y concluye con la remisión de los autos al Tribunal 
Colegiado de Circuito correspondiente, con lo que cesa su jurisdicción para intervenir en dicho 
medio de impugnación. Por tanto, la adhesión al recurso mencionado debe hacerse directamente 
ante el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del principal y no ante la Sala que dictó la 
sentencia recurrida, en el entendido de que su interposición ante ésta no interrumpe el plazo para 
su presentación. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Recurso de reclamación 16/2019. Tonantzin Medina Romo. 15 de noviembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Raúl Martínez Martínez. Secretario: Fausto Armando López Delgado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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GESTIÓN DE NEGOCIOS. ESTA FIGURA PERMITE QUE LAS GESTIONES QUE SE REALICEN PARA EL 
PAGO DE IMPUESTOS, SE HAGAN AUN SIN EL CONSENTIMIENTO DEL INTERESADO, POR 
CORRESPONDER A UN DEBER IMPUESTO POR EL INTERÉS PÚBLICO (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA 
LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
De una interpretación sistemática y armónica de los artículos 1896, 1902, 1903 y 1905 del Código 
Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, se obtiene que cuando el que sin 
mandato y sin estar obligado a ello se encarga de un asunto del dueño del negocio, debe obrar 
conforme a los intereses de éste y el dueño debe pagar todos los gastos necesarios hechos, aun si 
no hubiere otorgado su consentimiento, si con ello se libra de un deber impuesto en interés público; 
lo que implica que en este tipo de negocios es irrelevante el consentimiento del dueño del negocio 
para que se realice la gestión y, que ésta sea válida, por lo que el gestor puede exigir la restitución 
de los gastos necesarios que erogó para atender el negocio y lo único que tiene que acreditar es que 
realizó los pagos respectivos; por tanto, si el pago del impuesto predial corresponde a una 
contribución obligatoria para el propietario del inmueble arrendado, si la arrendataria pagó el 
impuesto, es un acto que beneficia al arrendador, y puede exigir la restitución de lo erogado, sin 
previa comprobación de que dio el aviso correspondiente de la gestión y que obtuvo la ratificación, 
ni de que requirió al deudor fiscal para que el pago lo hiciera él y que éste se negó, pues el sistema 
legal que regula la figura jurídica de la gestión de negocios, permite que las gestiones que se realicen 
para el pago de impuestos, se hagan aun sin el consentimiento del interesado, por corresponder a 
un deber impuesto por el interés público. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 582/2019. Abastecedora de Mármoles y Azulejos, S.A. de C.V. 19 de septiembre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Alejandra Loya Guerrero. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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CHEQUE COMO INSTRUMENTO DE PAGO. NO TIENE PODER LIBERATORIO DE LA OBLIGACIÓN DE 
PAGAR LA SUMA DE DINERO POR LA CUAL SE EXPIDIÓ. 
 
De conformidad con los artículos 176, 178 y 179 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, el cheque es el documento que contiene una orden incondicional de pago, por una persona 
llamada librador a una institución de crédito denominada librado, de pagar a la vista o a un tercero 
llamado beneficiario o al portador una cantidad de dinero. De esta manera, si bien el documento de 
mérito constituye un instrumento de pago a la orden de una institución de crédito, siempre que en 
ésta tenga depositados el librador fondos de que pueda disponer, acorde con lo dispuesto por el 
artículo 7o. de la ley invocada, lo cierto es que los títulos de crédito dados en pago, se presumen 
recibidos bajo la condición "salvo buen cobro" lo que implica que no tiene poder liberatorio de la 
obligación de pagar la suma de dinero por la cual se expidió. En consecuencia, la actora, en su calidad 
de beneficiaria, tiene la carga de demostrar con los medios de prueba aportados en el juicio de 
origen que lo presentó para su cobro ante la institución bancaria correspondiente, así como que la 
falta de su pago fue por causas imputables al librador. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 722/2019. Montserrat Toledo Alvarado. 28 de agosto de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Ernesto Saloma Vera. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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ACCIÓN DE PAGO FUNDADA EN LA RESTITUCIÓN DE LOS GASTOS EROGADOS POR UNA GESTIÓN 
DE NEGOCIOS. SU REQUERIMIENTO PUEDE HACERSE POR MEDIO DEL EMPLAZAMIENTO A JUICIO 
O POR LA NOTIFICACIÓN AL DEMANDADO EN LA RECONVENCIÓN DEL AUTO QUE ADMITIÓ ÉSTA 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
 
La gestión de negocios es una figura jurídica que por su naturaleza puede ser unilateral, pues para 
que se practique no es necesario el consentimiento de ambas partes, sino que basta la voluntad del 
gestor para realizar a nombre del dueño del negocio, una gestión que le pueda traer a éste un 
beneficio y, con esto, el gestor puede reclamar a aquél la restitución de los gastos en que hubiera 
incurrido por la gestión. Así, la acción de pago fundada en la restitución de los gastos erogados en 
una gestión de negocios, no se basa en la mora del dueño del negocio en el cumplimiento de su 
obligación, sino únicamente en que el gestor realizó a su favor una gestión de negocios respecto de 
la cual tuvo un beneficio y, por ende, reclama la restitución de los gastos erogados por ésta. Por 
tanto, debe tomarse en cuenta que el pago de la gestión de un negocio tiene su fundamento en el 
beneficio que el dueño ya recibió por dicha gestión, por lo que basta que éste se haya realizado en 
favor del dueño, para que el gestor tenga derecho a reclamar el pago de los gastos erogados por su 
gestión y que previo requerimiento al dueño no hayan sido cubiertos. Consecuentemente, este 
requerimiento puede hacerse por medio del emplazamiento a juicio o por la notificación al 
demandado en la reconvención del auto que admitió la acción reconvencional, en términos del 
artículo 259, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para 
la Ciudad de México, que dispone que el emplazamiento produce los efectos de una interpelación 
judicial. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 582/2019. Abastecedora de Mármoles y Azulejos, S.A. de C.V. 19 de septiembre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Alejandra Loya Guerrero. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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ACCESO AL CRÉDITO FINANCIERO. CONSTITUYE UN DERECHO HUMANO, POR LO QUE EL ESTADO 
MEXICANO DEBE GARANTIZAR LAS CONDICIONES MÍNIMAS PARA OBTENERLO. 
 
El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las 
autoridades del país, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a proteger, garantizar, 
promover y respetar los derechos humanos de conformidad, entre otros, con el principio de 
progresividad. Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 35/2019 (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO.", sostuvo que el 
principio de progresividad de los derechos humanos se relaciona no sólo con la prohibición de 
regresividad del disfrute de los derechos fundamentales, sino también con la obligación positiva de 
promoverlos de manera progresiva y gradual, pues como lo señaló el Constituyente Permanente, el 
Estado Mexicano tiene el mandato constitucional de realizar todos los cambios y transformaciones 
necesarias en la estructura económica, social, política y cultural del país, de manera que se garantice 
que todas las personas puedan disfrutar de sus derechos humanos. Luego, es oportuno destacar 
que las Naciones Unidas y el Banco Mundial informan que alrededor de dos mil quinientos millones 
de personas no utilizan servicios financieros formales y que el setenta y cinco por ciento de los 
pobres no tienen cuenta bancaria. Y es por ello que la inclusión financiera es la clave para reducir la 
pobreza e impulsar la prosperidad; por lo que ambas instancias han promovido de manera constante 
el acceso al crédito (UN Department of Public Information, 2004; The World Bank, 2017) e, incluso, 
expertos lo han llegado a catalogar como un "derecho humano", toda vez que evita que la población 
económicamente más vulnerable y sin acceso al crédito, por falta de garantías, caiga en manos de 
los agiotistas que operan en la informalidad y sin control gubernamental alguno, es decir, de 
prestamistas que cobran intereses altísimos (usureros). En efecto, el Banco Mundial ha establecido 
que la inclusión financiera significa, para personas físicas y empresas, tener acceso a productos 
financieros útiles y asequibles que satisfagan sus necesidades –transacciones, pagos, ahorros, 
crédito y seguro– prestados de manera responsable y sostenible. Así, poder tener acceso a una 
cuenta de transacciones es un primer paso hacia una inclusión financiera más amplia, ya que 
permite a las personas guardar dinero, enviar y recibir pagos; además, éste también puede servir 
como puerta para obtener otros servicios financieros. Por ello, garantizar que las personas puedan 
tener acceso a una cuenta de transacciones es el centro de atención de la Iniciativa de Acceso 
Universal a Servicios Financieros para 2020 (UFA2020) del Grupo Banco Mundial. En ese orden de 
ideas, se considera que el acceso a servicios financieros facilita la vida cotidiana y ayuda a las familias 
y a las empresas a planificar, desde los objetivos a largo plazo hasta las emergencias imprevistas. Es 
más probable que, en calidad de titulares de cuentas, las personas usen otros servicios financieros, 
como créditos y seguros, para iniciar y ampliar negocios, invertir en educación o salud, gestionar 
riesgos y sortear crisis financieras, todo lo cual puede mejorar su calidad general de vida. Por tanto, 
de acuerdo con el artículo 1o. constitucional, que tutela el principio de progresividad, el Estado 
Mexicano debe garantizar las condiciones mínimas para que los particulares tengan acceso al 
crédito financiero, al constituirse como un derecho humano. 



 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 507/2019. 19 de septiembre de 2019. Mayoría de votos; unanimidad en cuanto al 
criterio sustentado en esta tesis. Disidente: José Manuel Blanco Quihuis. Ponente: Gerardo 
Domínguez. Secretario: Max Adrián Gutiérrez Leyva. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 35/2019 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo I, febrero de 2019, página 980, 
con número de registro digital: 2019325. 
Ejecutorias 
Amparo directo 507/2019. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
 


